INFORME DE LA INTERVENCIÓN GENERAL DE LA COMUNIDAD DE MADRID DE 19 DE FEBRERO DE 2007 POR EL QUE SE RESUELVE DISCREPANCIA. CONTRATOS. ANÁLISIS DE LAS MODIFICACIONES CONTRACTUALES Y DEL SISTEMA DE DETERMINACIÓN DEL PRECIO A TANTO ALZADO. 

Modalidad de informe: Discrepancia.
Área temática: Contratación.
Informe vigente.
Se ha recibido en esta Intervención General procedente de la Consejería de Sanidad y Consumo, escrito de discrepancia en aplicación de lo dispuesto en el art. 88 a) de la Ley 9/1990, de 8 de noviembre, reguladora de la Hacienda de la Comunidad de Madrid, y el artículo 16 del Decreto 45/1997, de 20 de marzo, por el que se desarrolla el régimen de control interno y contable ejercido por la Intervención General de la Comunidad de Madrid, al reparo formulado por la Intervención Delegada en la citada Consejería, a la propuesta de autorización y disposición del gasto derivado del reajuste de anualidades y modificación del contrato plurianual denominado “Servicio de apoyo a la gestión de pruebas selectivas para el acceso a plazas de personal estatutario“, el cual lleva aparejado un incremento del precio de 78.804,38 euros y una modificación del plazo de ejecución del contrato.

En el análisis de la discrepancia se ponen de manifiesto los siguientes

ANTECEDENTES

1. Con fecha 23-11-2006, la Dirección General de Recursos Humanos de la Consejería de Sanidad y Consumo propone la modificación del contrato de “Servicios de apoyo a la gestión de las pruebas selectivas para el acceso a plazas de personal estatutario”, que fue adjudicado con fecha 30-12-2004 a la empresa __________ por un precio de 297.695,99 euros, distribuidos en las anualidades 2005 (119.078,40 euros) y 2006 (178.617,59 euros) y con un plazo de ejecución de 22 meses. 

Conforme a lo dispuesto en el apartado 1º del anexo I al pliego de cláusulas administrativas particulares, (en adelante, PCAP) el citado contrato tenía por objeto la gestión de las pruebas selectivas de personal estatutario sanitario (médicos, matronas, fisioterapeutas, etc.), entre el que se encontraban las categorías de auxiliar de la función administrativa y celador. 

En particular, constituyen el objeto del presente contrato “la confección y distribución de material impreso. Procesamiento de datos personales y creación de bases de datos. Emisión de cuestionarios y procesamiento de protocolos de examen. Relaciones de aspirantes con sus calificaciones en las diversas fases de las pruebas.”, estableciéndose cuatro fases, con sus correspondientes plazos de ejecución, recepciones y pagos parciales, para la realización de las actividades contratadas (apartados 4º y 13º del anexo I al PCAP). Con fecha 30-11-2006, el órgano de contratación acuerda la suspensión temporal parcial del referido contrato, que se mantiene en el momento de formularse la presente discrepancia.  

El contenido de la propuesta de modificación afecta a los siguientes aspectos del régimen jurídico del contrato: modificación del plazo de ejecución, trasladándose la fecha de finalización del contrato del 23 de marzo al 28 de noviembre de 2007, aumento del precio en 78.804,38 euros (26,47% del precio primitivo), quedando fijado en 376.500,37 euros, y reajuste de anualidades, imputándose al ejercicio 2007 un importe de 124.295,31 euros, de los cuales 45.490,93 euros, corresponderían al remanente de la anualidad 2006 y 78.804,38 euros al incremento del precio del contrato.

La propuesta de modificación se ampara en el artículo 101 del texto refundido de la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas, aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2000, de 16 de junio (en adelante, LCAP) considerando el órgano gestor que concurren las circunstancias exigidas en el citado precepto, a saber, razones de interés público y las siguientes necesidades que no existían en el momento de celebración del contrato:

· Necesidad de repetir el segundo ejercicio de las pruebas a la categoría de celador en la parte correspondiente a la elaboración, distribución y recogida de los cuestionarios y protocolos de examen, debido a ciertas irregularidades detectadas en el desarrollo de las pruebas, estimándose el coste de dichos trabajos adicionales en 24.850,82 euros.

· Necesidad de efectuar siete llamamientos adicionales para la celebración del segundo ejercicio de carácter práctico de las pruebas selectivas a la categoría de auxiliar de función administrativa ya que, debido al elevado número de aspirantes no existen suficientes ordenadores y resulta imposible realizar la prueba en la forma prevista en el pliego de prescripciones técnicas particulares (en adelante, PPTP) que preveía  un único llamamiento. El coste adicional de realización de estos siete llamamientos se cuantifica en 53.953,56 euros. 

2. Con fecha 5-12-2006, el Interventor Delegado en la Consejería de Sanidad y Consumo informa desfavorablemente la propuesta de modificación, por entender que de acuerdo con lo establecido en el PCAP, el precio a abonar no se determinó “en proporción a los trabajos de una y otra fase realmente ejecutados” sino partiendo de un precio total establecido a tanto alzado que, previas las correspondientes recepciones parciales, sería abonado en cuatro pagos cuyos respectivos importes se calcularían aplicando un determinado porcentaje al precio del contrato. 

No obstante, establece el Interventor en su informe de reparo la cautela de que “Tal vez [la modificación] podría admitirse si se demostrase que se ha superado, categoría a categoría, la previsión de instancias y de exámenes” a la vista de “las instancias presentadas y los exámenes realizados y los pendientes de realizar, pero esto no lo demuestran”.
3. La Viceconsejera de Sanidad y Consumo formula discrepancia al reparo de la Intervención Delegada, reiterándose en las argumentaciones expuestas en la anterior propuesta de modificación contractual de 23-11-2006. 

4. El Interventor Delegado traslada a la Intervención General la discrepancia planteada por el órgano gestor, informado desfavorablemente el gasto propuesto al considerar que “No se ha demostrado que, puesto que se ha pagado por tanto alzado y no por servicios realmente realizados, que se hayan realizado en conjunto (todas las categorías) mayor número de procesos de los previstos inicialmente con los que se valoró y se adjudicó el expediente”.
CONSIDERACIONES

La solución de la presente discrepancia exige analizar las siguientes cuestiones: dirimir, en primer término si concurren en este supuesto las circunstancias de hecho exigidas en el artículo 101 de la LCAP para estimar si es conforme a derecho la modificación contractual propuesta y verificar, en segundo lugar, si es correcto el incremento del precio propuesto.

Para ello con carácter previo es preciso realizar algunas consideraciones sobre el régimen jurídico de la modificación de los contratos establecido en la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas y su Reglamento así como, en atención a las particulares características del expediente objeto de discrepancia, al sistema de determinación del precio a tanto alzado y su incidencia en la modificación propuesta.
I

Régimen jurídico de la modificación de los contratos administrativos: Concurrencia de los requisitos legales para la modificación de los contratos.
El artículo 59 de la LCAP enumera, entre las prerrogativas de la Administración, la de modificar los contratos por razones de interés público, estableciéndose en el artículo 101 de la LCAP,  las condiciones de su ejercicio: 

“1. Una vez perfeccionado el contrato, el órgano de contratación sólo podrá introducir modificaciones por razón de interés público en los elementos que lo integran, siempre que sean debidas a necesidades nuevas o causas imprevistas, justificándolo debidamente en el expediente”.
Se establecen en este artículo los presupuestos del ejercicio del ius variandi, ya que para que se altere el contenido contractual pactado no es suficiente con que existan razones de interés público, sino que es preciso  que estas razones obedezcan a necesidades nuevas o causas imprevistas en el momento inicial de la contratación. 
El aspecto más destacado del régimen legal de las modificaciones contractuales, refrendado por la doctrina y jurisprudencia
, es su excepcionalidad, debiendo prevalecer con carácter general el principio básico de inmutabilidad del contrato administrativo, con arreglo al cual los pliegos de cláusulas administrativas y prescripciones técnicas particulares constituyen la Ley del contrato
, no pudiendo ser modificados una vez perfeccionado éste. Con ello se trata de evitar la vulneración del principio de publicidad y concurrencia, ya que las garantías legales iniciales que rigen la selección de las ofertas devendría inútiles si el contrato pudiera alterarse discrecionalmente con posterioridad a su adjudicación, “porque esto permitiría anunciar una licitación en condiciones inasequibles para después adjudicar el contrato a la persona con quien se estuviese confabulado y novar después el contrato en la medida que se estimase conveniente (…)” 
. 

Otro aspecto a destacar del régimen legal de las modificaciones contractuales es su justificación por razón de interés público
 siempre y cuando concurran necesidades nuevas o causas imprevistas, no pudiendo ser empleadas para solventar imprevisiones u omisiones que pudieron y debieron haberse tenido en cuenta en la fase de elaboración de los pliegos
.

Observar, por último, que las modificaciones contractuales son obligatorias para el contratista, al que se dará audiencia (artículos 59 de la LCAP y 102 del Real Decreto 1098/2001, por el que se aprueba el Reglamento General de la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas, en adelante, RGLCAP).
Por lo que se refiere a los trámites procedimentales de las modificaciones recogidos con carácter general en los Arts. 101 y 102 de la LCAP únicamente señalar por lo que aquí interesa, que el ejercicio por la Administración de su prerrogativa de modificación unilateral del contrato exige que se tramite un expediente debiéndose redactar, de acuerdo con lo dispuesto en el citado artículo 102 del RLCAP, la oportuna propuesta integrada por los documentos que justifiquen, describan y valoren aquella. 
En relación con la valoración de las modificaciones de los contratos de servicios, establece el artículo 202 del RLCAP que “Cuando las modificaciones supongan la ejecución de trabajos no valorables por aplicación del sistema establecido en el contrato, se observará lo dispuesto en el artículo 146.2 de la Ley.” El artículo 146.2 de la LCAP regula el procedimiento de aprobación de las unidades de obra no comprendidas en el proyecto primitivo o cuyas características difieran sustancialmente de las ya aprobadas, estableciendo que los precios de las nuevas unidades los establecerá unilateralmente la Administración, previa audiencia del contratista; si éste no los aceptase, el órgano de contratación podrán optar por la ejecución directa de las nuevas unidades o contratarlas con otro empresario en los precios fijados mediante procedimiento negociado sin publicidad si el importe de las nuevas unidades no excediese del 20 por 100 del precio primitivo del contrato.  
A sensu contrario, cuando las modificaciones se refieran a trabajos que sí estaban previstos en el contrato, se abonarán de acuerdo con los precios previstos en el contrato en función de la prestación realmente efectuada.
En relación con el objeto de las modificaciones éstas pueden afectar a cualesquiera elementos del contrato (artículo 101.1 de la LCAP), entiende la doctrina que “en sentido propio, referido a los casos en que han de seguirse los trámites previstos al respecto, las modificaciones se refieren al objeto del contrato y pueden afectar al tiempo, modo o lugar de su realización. La prestación del contratista se puede modificar cuantitativa o cualitativamente, lo cual llevará como contrapartida normalmente, aunque no siempre, por ejemplo, en el caso de supresión o reducción hasta ciertos límites, la variación del precio estipulado originariamente".

Las modificaciones del contrato imponen, en principio, que se restablezca su equilibrio económico; restablecimiento  que exige determinar los precios a tener en cuenta para valorar las mayores o nuevas prestaciones del contratista sin olvidar que la modificación del contrato debe conciliarse con el principio de riesgo y ventura expresado en el artículo 98 de la LCAP y, en el caso que nos ocupa, con el sistema de determinación del precio a tanto alzado empleado por el órgano gestor en el expediente objeto de discrepancia.  
II
Sobre el Sistema de determinación del precio a tanto alzado.
Por definición, el tanto alzado introduce en la contratación un elemento de mayor imprevisión y riesgo del habitual que, llegado el momento de ejecutar el contrato y dependiendo del mayor o menor acierto en el cálculo inicial del precio y de las vicisitudes que se produzcan durante dicha ejecución, podrá reportar al contratista o a la Administración mayores beneficios o perjuicios económicos que las partes, y particularmente el contratista, deberán aceptar, ya ese mayor riesgo que fue conocido y aceptado en el momento de presentarse las ofertas a la licitación
. 

Este mayor riesgo del precio alzado queda expresado de manera clara en el artículo 1.471 del Código Civil al establecer que “En la venta de un inmueble, hecha por precio alzado y no a razón de un tanto por unidad de medida o número, no tendrá lugar el aumento o disminución del mismo, aunque resulte mayor o menor cabida o número de los expresados en el contrato”.  

En relación con la regulación del tanto alzado en la normativa de contratación administrativa, ésta se encuentra recogida en los artículos 203.2 de la LCAP y 197
 del RGLCAP. De esta regulación interesa destacar que ofrece a los órganos de contratación libertad para escoger entre varios sistemas de determinación del precio, puntualizando que el tanto alzado sólo se empleará cuando sea inconveniente o imposible descomponer la prestación.

En esta línea, considera la Junta Consultiva de Contratación Administrativa de la Comunidad de Madrid, en su informe 19/1997, que el tanto alzado es un sistema residual cuya utilización es conveniente se limite a los servicios con “(…) alto nivel de sencillez y definición. Sin perjuicio de lo anterior, aunque a efectos de los licitadores el precio parezca sin desagregación, ello no obsta para que la Administración deba realizar previamente los estudios económicos necesarios para cifrar el tanto alzado”, y ahondando en esta reflexión, recomienda que “los precios de los contratos de consultoría y asistencia, de servicios y de trabajos específicos y concretos no habituales de la Administración, cualquiera que sea su sistema de determinación (…) se presenten con la mayor desagregación, no solo a nivel de los costes citados (directos, indirectos y beneficio) sino incluso al de precios descompuestos si ello fuera posible, lo que permitirá efectuar un análisis en profundidad del gasto público, al tiempo que facilitará una mayor información a las empresas que liciten a los contratos convocados por la Administración para que puedan plantear correctamente sus ofertas”.
III
Análisis del expediente objeto de discrepancia.
Realizadas la anteriores consideraciones sobre el régimen jurídico aplicable a las modificaciones de los contratos, aplicables plenamente a los contratos de servicios así como las características de los precios determinados a tanto alzado procede analizar su concurrencia  en el presente caso. 
1. Categoría de celador.
1.1 Sobre la concurrencia de los requisitos exigidos en el art. 101 de la LCAP.
Según consta en el expediente, la modificación se justifica en la necesidad de repetir el  ejercicio de las pruebas a la categoría de celador en la parte correspondiente a la elaboración, distribución y recogida de los cuestionarios y protocolos de examen, debido a las irregularidades detectadas en el desarrollo de las pruebas que han llevado a la suspensión cautelar por Acuerdo de 20 de octubre de las correspondientes pruebas selectivas al existir una denuncia de filtración de 21 preguntas de examen razón por la cual es necesario repetir el ejercicio de esta categoría.
Las “necesidades nuevas o las causas imprevistas que exige el art. 101 junto con el interés público, como presupuestos para el ejercicio del “ius variandi” constituyen conceptos jurídicos indeterminados que el Consejo de Estado junto con la jurisprudencia se han encargado de concretar.

El Consejo de Estado ha señalado que “…cuando el referido artículo 149 exige que las modificaciones se fundamenten en causas técnicas imprevistas al tiempo de elaborar el proyecto debe interpretarse en el sentido de que concurran razones técnicas imprevisibles (razonablemente) en el proyecto originario y no simplemente, por tanto, defectos o meras imprevisiones en dicho proyecto”
 .
Por tanto cuando la Ley alude a causas imprevistas debe entenderse que no se está refiriendo a lo no previsto, sino a lo imprevisible; como ya se había cuidado de matizar el Consejo de Estado.

De acuerdo con lo anterior, puede admitirse que la existencia de filtraciones en la celebración del primer ejercicio a la categoría de celador constituye una circunstancia imprevista que no pudo tenerse en cuenta en el momento de celebrarse el contrato y que, al llevar aparejada la repetición de un ejercicio, incide de plano en el contenido de las prestaciones que el contratista se obligó a realizar y, lógicamente, puede generar un gasto adicional. Luego, en principio, puede apreciarse la concurrencia de los requisitos exigidos en el artículo 101 de la LCAP para estimar conforme a derecho a la modificación de este contrato en la parte de la modificación relacionada con la categoría de celador.

1.2 Sobre la adecuación de la valoración económica de la propuesta de modificación.

Sentada la premisa anterior, procede a continuación analizar la corrección de la valoración económica de la modificación y la incidencia  en la misma del riesgo y ventura y, más concretamente, como el sistema de determinación del precio a tanto alzado establecido para este contrato (apartado 3 del anexo I al PCAP), puede condicionar la viabilidad de dicha modificación. 

Según las consideraciones anteriores las premisas a tener en cuenta son:

1.- En las modificaciones de los contratos debe mantenerse el equilibrio económico de las partes, sin que por la vía de la modificación pueda producirse un enriquecimiento a favor de alguna de ellas, y sin perjuicio del principio del riesgo y ventura que preside la ejecución del contrato para el contratista.

2.- Cuando las modificaciones se refieran a trabajos previstos en el contrato, éstos se abonarán de acuerdo con los precios previstos en el contrato en función de la prestación realmente efectuada.

3.- En los contratos con precio a tanto alzado, el precio de la prestación se fija de forma global, sin utilizarse precios unitarios o descompuestos y las entregas parciales se valorarán en función del porcentaje que representen sobre el precio total (art. 197.a) RLCAP), sin que por tanto proceda un aumento o disminución del mismo aunque se incrementen o disminuyan las unidades establecidas en el contrato, consecuencia del riesgo o ventura para el contratista en función de los cálculos realizados y circunstancias posteriores del contrato conocidas y aceptadas por él.
4.- Cuando las modificaciones supongan trabajos nuevos, los precios de éstos se establecerán unilateralmente por la Administración previa audiencia del contratista en los términos dispuestos en el art. 202 del RLCAP.

De acuerdo con lo expuesto, no resultaría procedente con el sistema de determinación del precio empleado acordar un aumento del precio con base en los mayores costes generados por una participación superior a la inicialmente estimada, ya que según se desprende de la cláusula 1ª del PPTP, el adjudicatario se obligó a gestionar por un precio alzado de 420.000.000 euros minorado con la baja de adjudicación, los procesos selectivos a diferentes categorías para la cobertura de 1.595  plazas y un número, que no dejaba de ser estimativo, de 91.000 concursantes.

Literalmente en la Cláusula 1ª del PPT denominada   ”Categorías que han de convocarse”  se establece lo siguiente:

“Las categorías que se convocarán, las plazas ofrecidas y el numero aproximado de opositores que se pueden esperar, son los siguientes:

CATEGORIA

GRUPO
Nº PLAZAS

CONCURSANTES ESTIMADOS


(…)

   (…)

(…)


(…)


Celadores

      E

275


25.000”
 En otras palabras, el precio de este contrato se haría efectivo con independencia de que la participación real en las diferentes categorías se aproximase o no a las estimaciones iniciales. 

Ahora bien, la realidad es que, como a continuación se verá, el sistema de determinación del precio adoptado tampoco fue, en puridad, el tanto alzado ya que en los cálculos intermedios efectuados para la formación del presupuesto de licitación sí se empleó el concepto de precio unitario.

La memoria económica incorporada al expediente de contratación inicial ponía de manifiesto las dificultades que llevaba aparejada la elaboración de este presupuesto, ya que en el momento de la licitación se desconocían las cifras de participación en los diferentes procesos selectivos a gestionar, pese a que este era un dato fundamental para determinar el coste de procesamiento de cada examen, ya que cuantos mayores fueran las cifras de participación, menor sería el coste de gestión del proceso selectivo. Esta circunstancia hace que se partiese de una cifra estimada de participación por categoría, 20.000 y 25.000 para auxiliares de función administrativa y celadores, respectivamente.

La formación del presupuesto de licitación se efectuó asignando un precio unitario aspirante/examen a cada categoría; cada precio unitario es descompuesto a su vez en dos subprecios, A y B correspondientes, respectivamente, al precio estimado de las fases relacionadas con el procesamiento de instancia y a las fases relacionadas con la realización del examen. Se multiplica después el precio unitario A+B asignado a cada categoría por el número estimado de concursantes por categoría, obteniendo así el coste total por categoría. Finalmente, el presupuesto base de licitación se formaba sumando el coste total de la gestión del proceso selectivo de cada categoría. 

La visualización del cuadro de la memoria económica base del presupuesto de licitación nos clarifica la forma de cálculo:

Categoría

A

B

A+B

C

(...)


(…)

(…)

(…)

(…)

Celadores

2,10

2,00

4,10

102.500

Donde:

A: Precio estimado por procesamiento de instancia.

B: Precio estimado por procesamiento de examen.

C: Producto de la cifra anterior (A+B) por el número estimado de concursantes.

Estudiada la forma de determinación del precio, es evidente que cualquier modificación posterior de éste debería mantener una coherencia con la fórmula inicial de cálculo. 
Veamos cómo se ha calculado el mayor coste derivado de la necesidad de repetir las tareas remuneradas con la fase B de la categoría de celadores.
El gestor cuantifica el coste partiendo del precio estimado por procesamiento de exámenes fijado en la memoria económica del expediente de contratación; así, parte de un precio unitario/fase B de 2 euros, que aplicado el coeficiente de adjudicación, se reduce a 1,42 euros. Este precio se multiplica por 25.000, número de aspirantes previsto para esta categoría, de lo que resulta un incremento de 35.500 euros, cuantía que no obstante se rebaja a 24.850,82 euros como consecuencia de una “negociación” con la empresa adjudicataria en la que se ha tenido en cuenta que no será preciso repetir ciertas actividades de la fase B. 

En relación con este método de cálculo, cabe hacer las siguientes observaciones:

· Teniendo en cuenta que en el momento actual sí se conoce el número de aspirantes, el precio unitario de 1,42 euros debería multiplicarse, no por la cifra estimada, sino por el número real de participantes, que ahora se conoce y que ningún momento se acredita. 

· La memoria no permite conocer los cálculos efectuados para llegar a la cifra de modificación propuesta, 24.850,82 euros, puesto que no se detallan las actividades que no sería preciso realizar ni el coste desagregado de cada una de ellas. En relación con esta cuantía se limita el gestor a observar que “hemos negociado un precio inferior al que estaba previsto en el contrato”. 

Por lo tanto, de acuerdo con las premisas señaladas al inicio de este epígrafe, la valoración económica de la modificación propuesta debería efectuarse partiendo de las cifras de participación real en la categoría de celadores y aplicando el precio unitario establecido para el cálculo del presupuesto de licitación minorado con la correspondiente baja, sin que sea admisible una negociación con el contratista, de la que se desconocen los términos de la misma, en relación con la determinación de la cuantía de la modificación.

Cuestión distinta sería que en la modificación se acreditara debidamente que los trabajos adicionales a realizar, al no estar inicialmente previstos, no pueden valorarse aplicando el sistema de retribución empleado en este contrato, por lo tanto, fuesen de aplicación los artículos 202 del RGLCAP y 146.2 de la LCAP, sería posible entonces, en caso de negativa del contratista a aceptar los precios fijados por la Administración, contratar dichas prestaciones con un tercero mediante procedimiento negociado sin publicidad, garantizando de esta forma la continuidad del proceso selectivo ya iniciado.
2. Categoría de auxiliar de función administrativa.
2.1. Sobre la concurrencia de los requisitos exigidos en el art. 101 de la LCAP.

En relación con esta categoría, la propuesta de modificación se justifica por la imposibilidad de contar con aulas de capacidad suficiente para realizar en un solo llamamiento las pruebas del segundo examen de auxiliar de función administrativa que consiste en la realización de un supuesto práctico de carácter ofimático realizado sobre ordenador, utilizando el programa de tratamiento de textos y en las condiciones que se establecen en la convocatoria realizada por Resolución de 14 de septiembre de 2005, por lo que será necesario realizar siete nuevos llamamientos con siete exámenes diferentes, cuando solo se había previsto uno. Las actividades necesarias serán: elaboración de siete supuestos prácticos en soporte informático a partir del texto base proporcionado por el Tribunal, distribución de los mismos, recogida y corrección de estos.
En este caso resulta más dudoso aceptar la concurrencia de necesidades nuevas o causas imprevistas.
Como ya se dijo anteriormente, la Ley no sólo impone la existencia de un interés público que justifique la modificación del contrato, sino que atendiendo al principio general de publicidad y concurrencia, exige, también como presupuesto del ejercicio de la potestad,  que esas razones de interés público sean debidas a necesidades nuevas o causas imprevistas.

Siguiendo la doctrina del Consejo de Estado, para considerar que en la modificación del contrato concurren necesidades nuevas o causas imprevistas es necesario que concurran “circunstancias razonablemente imprevisibles en el proyecto originario y no simplemente imprevisiones. En cuanto la segunda circunstancia que legitima la utilización del jus variandi por la Administración, es decir, que las modificaciones sean consecuencia de necesidades nuevas no permite ser concebida de una manera tan amplia que permita cualquier variación, incluso cuando entrañe una alteración sustancial del objeto del contrato. En efecto, a través de la prerrogativa de modificación de la Administración no se puede alterar completamente o en sus elementos esenciales el contrato originario, pues en tales casos, congruentemente con el principio de licitación pública, debería tramitarse un nuevo expediente de contratación con su  correspondiente adjudicación (en concurrencia, si procediera)”.

Por tanto, cuando la Ley alude a causas imprevistas debe entenderse que nos está refiriendo a lo no previsto, sino a lo imprevisible, pues el Consejo de Estado “estima que semejante entendimiento  de la imprevisión dejaría sin eficacia alguna el precepto, ya que siempre podría aducirse que lo no incluido en un proyecto, aunque debiera serlo, se haya efectivamente "imprevisto".Lo que el texto citado quiere, sin duda, decir - y mejor lo  hubiera hecho quizá con la palabra imprevisibles- es que se trate de circunstancias objetivamente imprevistas y no meras imprevisiones del proyecto”.

Asimismo, el Alto Órgano Consultivo exige que las modificaciones sean consecuencia de necesidades sobrevenidas, de lo contrario las causas que lo motivan pudieran atribuirse a imprevisiones o deficiencias del proyecto y, a su vez, comportar una alteración de las condiciones objetivas de la licitación.

Ninguno de estos requisitos parece concurrir en el presente supuesto.

Así, en primer lugar, por lo que se refiere a la imposibilidad de contar con unas aulas con capacidad suficiente para celebrar las pruebas en un solo llamamiento, cuando de acuerdo con la cláusula 1ª  del PPTP el número de opositores que podían esperarse era de 20.000.

En segundo lugar, y con independencia del contenido de las bases de convocatoria, en la cláusula 5.4 del PPTP no se limita a uno el número de llamamientos, ya que la expresión “única sesión” se emplea para referirse a la celebración consecutiva de las dos fases de las que consta el ejercicio práctico, al expresar que “El segundo ejercicio para la categoría de auxiliares administrativos (…) constará de dos fases que tendrán lugar en una única sesión (…)”. Por consiguiente, la mención hecha en el escrito de discrepancia relativa a la necesidad de “una nueva planificación del ejercicio, diferente a la prevista”, no es en realidad “nueva”, no ha sobrevenido con posterioridad a la celebración del contrato.
Y finalmente, el órgano gestor no acredita, como pone de manifiesto el Interventor, en cuanto se ha superado la estimación de participación estimada inicialmente en 20.000 personas.
Pero es que, con independencia de lo anterior, y al margen de cómo deba interpretarse los términos de la convocatoria respecto de la diferencia entre la realización de las pruebas en único llamamiento y en varias sesiones
, cuestión ésta que excede del ámbito del contrato analizado, aún en el hipotético supuesto de cumplirse las previsiones de participación, resulta bastante improbable, que hubiera podido celebrarse en “único llamamiento” de 20.000 personas, un ejercicio que demanda un puesto informático por opositor, circunstancia que se confirma al comprobar el contenido de la “Corrección de errores del Acuerdo de 20 de noviembre de 2006, por el que se hace pública las calificaciones de los aspirantes que han superado el primer ejercicio de la fase de oposición, con indicación de las preguntas anuladas y convocatoria del segundo ejercicio de la fase de oposición”, en cuyo apartado cuarto si bien se procede a convocar a los aspirantes para la realización del segundo ejercicio en llamamiento único, a continuación se dispone su distribución para los días 13 y 14 de enero de 2007 en varios llamamientos, en concreto cinco para el día 13 y cuatro para el día 14, por orden alfabético y cada uno de ellos en distinta hora.  
De acuerdo con lo anterior, no resulta acreditada, en relación con la categoría de auxiliares de la función administrativa, la concurrencia de los requisitos establecidos en el artículo 101 de la LCAP para la modificación de los contratos administrativos, por lo que en consecuencia no procede analizar la valoración económica de la propuesta correspondiente a esta categoría.
En atención a cuanto antecede, la Intervención General

RESUELVE

Ratificar el reparo formulado por el Interventor Delegado en la Consejería de Sanidad y Consumo en relación con la modificación del contrato de “Servicios de apoyo a la gestión de pruebas selectivas para el acceso a plazas de personal estatutario”, por un importe de 78.804,38 euros, en atención a las siguientes consideraciones: 
· En relación con la categoría de celadores, se considera que en la propuesta de modificación del contrato concurren los requisitos exigidos en el art. 101 de la LCAP.

Sin embargo, de acuerdo con las consideraciones efectuadas en el presente informe, la valoración económica de la modificación realizada por el órgano gestor no se ajusta a los términos y características establecidas en el contrato. 

Sin perjuicio de lo anterior, cuando la modificación del contrato se refiera a trabajos nuevos no previstos en el contrato inicial, circunstancia que debe acreditarse debidamente en el expediente, serán de aplicación los artículos 202 del RGLCAP y 146.2 de la LCAP.
·  En relación con la categoría de auxiliares de función administrativa, no resulta acreditada  la concurrencia de los requisitos establecidos en el artículo 101 de la LCAP para la modificación de los contratos administrativos. 
De acuerdo con lo establecido en el artículo 88.1.b) de la Ley 9/1990, de 8 de noviembre, Reguladora de la Hacienda de la Comunidad de Madrid, en el supuesto de subsistir la discrepancia podrá elevarse la misma ante el Consejo de Gobierno, a quien corresponde adoptar la resolución definitiva.

� DCE núm. 50.688, de 17-6-1987 y, en el mismo sentido, DCE núm. 45.238, de 12-5-1983


� STS de 24-2-1989 y en el mismo sentido STS de 11-4-1984.


� STS de 4-2-1965.


� DCE núm. 48.473, de 16-1-1986


� DCE núm. 41.914, de 24-5-1979


� Comentarios a la Legislación de Contratos de las administraciones Públicas. Varios autores. Edt. Aranzadi.


� STS de 28-7-1987


�Este artículo define el tanto alzado en los siguientes términos:





“(…)


Por tanto alzado, el precio referido a la totalidad del trabajo o a aquellas partes del mismo que sean susceptibles de entrega parcial por estar así previsto en el pliego de cláusulas administrativas particulares. En estos casos, al fijarse el precio de la prestación de forma global, sin utilizarse precios unitarios o descompuestos, las entregas parciales se valorarán en función del porcentaje que representen sobre el precio total.


(…)”








� DCE de 1 de abril de 1993.


� Contratos de las Administraciones Públicas. Comentarios al Texto Refundido de la Ley. El Consultor de los Ayuntamientos y de los Juzgados.


� DCE. de 1 de abril de 1993.


� DCE. de 22 de mayo de 1975.


� Dictamen num. 216/1997, de 20 de marzo.


� Base séptima. Sistema de Selección de la Resolución de 14 de Septiembre de 2005.
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